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LCF quiere ser una recopilación de textos que pueden servir para meditar en el futuro de 
nuestra Patria y las políticas que deben adoptarse, en los diversos campos de la vida, social, 
económica, etc., de manera que todos juntos caminemos hacia una sociedad cada día más 
justa y equitativa, donde nadie quede a la vera de camino o sienta la indiferencia de los otros, 
y donde imperen reglas, leyes y principios que respeten la dignidad de todas las personas, 
especialmente los más vulnerables, los descartados y los que tiene menos posibilidad de 
acceder a los bienes espirituales y materiales. 

 Se publican textos de reconocida sabiduría de la enseñanza de la Iglesia, en particular 
de su Doctrina Social, que muchas veces han ido quedando en el tintero, se han olvidado o 
no se han leído con la debida atención. Son una pequeña contribución al futuro de la Patria y 
un aporte a quienes deben decidir los caminos del mañana, especialmente los llamados a ser 
guías de la sociedad por sentir el llamado vocacional a la vida de servicio público, en sus 
diversas facetas. 

 

         + Juan Ignacio González E. 

           Obispo de San Bernardo
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Compendio de la Doctrina Social de la Iglesia 

Capítulo 8 

 

IV. EL SISTEMA DE LA DEMOCRACIA 

406. Un juicio explícito y articulado sobre la democracia está contenido en la 
encíclica «Centesimus annus»: «La Iglesia aprecia el sistema de la democracia, 
en la medida en que asegura la participación de los ciudadanos en las opciones 
políticas y garantiza a los gobernados la posibilidad de elegir y controlar a sus 
propios gobernantes, o bien la de sustituirlos oportunamente de manera 
pacífica. Por esto mismo, no puede favorecer la formación de grupos dirigentes 
restringidos que, por intereses particulares o por motivos ideológicos, usurpan 
el poder del Estado. Una auténtica democracia es posible solamente en un 
Estado de derecho y sobre la base de una recta concepción de la persona 
humana. Requiere que se den las condiciones necesarias para la promoción de 
las personas concretas, mediante la educación y la formación en los verdaderos 
ideales, así como de la “subjetividad” de la sociedad mediante la creación de 
estructuras de participación y de corresponsabilidad».837 

 

a) Los valores y la democracia 

407. Una auténtica democracia no es sólo el resultado de un respeto formal de 
las reglas, sino que es el fruto de la aceptación convencida de los valores que 
inspiran los procedimientos democráticos: la dignidad de toda persona humana, 
el respeto de los derechos del hombre, la asunción del «bien común» como fin 
y criterio regulador de la vida política. Si no existe un consenso general sobre 
estos valores, se pierde el significado de la democracia y se compromete su 
estabilidad. 

La doctrina social individúa uno de los mayores riesgos para las democracias 
actuales en el relativismo ético, que induce a considerar inexistente un criterio 
objetivo y universal para establecer el fundamento y la correcta jerarquía de 
valores: «Hoy se tiende a afirmar que el agnosticismo y el relativismo escéptico 
son la filosofía y la actitud fundamental correspondientes a las formas políticas 
democráticas, y que cuantos están convencidos de conocer la verdad y se 
adhieren a ella con firmeza no son fiables desde el punto de vista democrático, 
al no aceptar que la verdad sea determinada por la mayoría o que sea variable 
según los diversos equilibrios políticos. A este propósito, hay que observar que, 
si no existe una verdad última, la cual guía y orienta la acción política, entonces 
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las ideas y las convicciones humanas pueden ser instrumentalizadas fácilmente 
para fines de poder. Una democracia sin valores se convierte con facilidad en un 
totalitarismo visible o encubierto, como demuestra la historia ».838  

La democracia es fundamentalmente «un “ordenamiento” y, como tal, un 
instrumento y no un fin. Su carácter “moral” no es automático, sino que 
depende de su conformidad con la ley moral a la que, como cualquier otro 
comportamiento humano, debe someterse; esto es, depende de la moralidad 
de los fines que persigue y de los medios de que se sirve ».839 

 

b) Instituciones y democracia 

408. El Magisterio reconoce la validez del principio de la división de poderes en 
un Estado: «Es preferible que un poder esté equilibrado por otros poderes y 
otras esferas de competencia, que lo mantengan en su justo límite. Es éste el 
principio del “Estado de derecho”, en el cual es soberana la ley y no la voluntad 
arbitraria de los hombres».840 

En el sistema democrático, la autoridad política es responsable ante el pueblo. 
Los organismos representativos deben estar sometidos a un efectivo control 
por parte del cuerpo social. Este control es posible ante todo mediante 
elecciones libres, que permiten la elección y también la sustitución de los 
representantes. La obligación por parte de los electos de rendir cuentas de su 
proceder, garantizado por el respeto de los plazos electorales, es un elemento 
constitutivo de la representación democrática. 

409. En su campo específico (elaboración de leyes, actividad de gobierno y 
control sobre ella), los electos deben empeñarse en la búsqueda y en la 
actuación de lo que pueda ayudar al buen funcionamiento de la convivencia 
civil en su conjunto.841 La obligación de los gobernantes de responder a los 
gobernados no implica en absoluto que los representantes sean simples 
agentes pasivos de los electores. El control ejercido por los ciudadanos, en 
efecto, no excluye la necesaria libertad que tienen los electos, en el ejercicio de 
su mandato, con relación a los objetivos que se deben proponer: estos no 
dependen exclusivamente de intereses de parte, sino en medida mucho mayor 
de la función de síntesis y de mediación en vistas al bien común, que constituye 
una de las finalidades esenciales e irrenunciables de la autoridad política. 
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c) La componente moral de la representación política 

410. Quienes tienen responsabilidades políticas no deben olvidar o subestimar 
la dimensión moral de la representación, que consiste en el compromiso de 
compartir el destino del pueblo y en buscar soluciones a los problemas sociales. 
En esta perspectiva, una autoridad responsable significa también una autoridad 
ejercida mediante el recurso a las virtudes que favorecen la práctica del poder 
con espíritu de servicio 842 (paciencia, modestia, moderación, caridad, 
generosidad); una autoridad ejercida por personas capaces de asumir 
auténticamente como finalidad de su actuación el bien común y no el prestigio 
o el logro de ventajas personales. 

411. Entre las deformaciones del sistema democrático, la corrupción política es 
una de las más graves 843 porque traiciona al mismo tiempo los principios de la 
moral y las normas de la justicia social; compromete el correcto funcionamiento 
del Estado, influyendo negativamente en la relación entre gobernantes y 
gobernados; introduce una creciente desconfianza respecto a las instituciones 
públicas, causando un progresivo menosprecio de los ciudadanos por la política 
y sus representantes, con el consiguiente debilitamiento de las instituciones. La 
corrupción distorsiona de raíz el papel de las instituciones representativas, 
porque las usa como terreno de intercambio político entre peticiones 
clientelistas y prestaciones de los gobernantes. De este modo, las opciones 
políticas favorecen los objetivos limitados de quienes poseen los medios para 
influenciarlas e impiden la realización del bien común de todos los ciudadanos. 

412. La administración pública, a cualquier nivel —nacional, regional, 
municipal—, como instrumento del Estado, tiene como finalidad servir a los 
ciudadanos: «El Estado, al servicio de los ciudadanos, es el gestor de los bienes 
del pueblo, que debe administrar en vista del bien común».844 Esta perspectiva 
se opone a la burocratización excesiva, que se verifica cuando «las instituciones, 
volviéndose complejas en su organización y pretendiendo gestionar toda área a 
disposición, terminan por ser abatidas por el funcionalismo impersonal, por la 
exagerada burocracia, por los injustos intereses privados, por el fácil y 
generalizado encogerse de hombros».845 El papel de quien trabaja en la 
administración pública no ha de concebirse como algo impersonal y 
burocrático, sino como una ayuda solícita al ciudadano, ejercitada con espíritu 
de servicio. 
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d) Instrumentos de participación política 

413. Los partidos políticos tienen la tarea de favorecer una amplia participación 
y el acceso de todos a las responsabilidades públicas. Los partidos están 
llamados a interpretar las aspiraciones de la sociedad civil orientándolas al bien 
común,846 ofreciendo a los ciudadanos la posibilidad efectiva de concurrir a la 
formación de las opciones políticas. Los partidos deben ser democráticos en su 
estructura interna, capaces de síntesis política y con visión de futuro. 

El referéndum es también un instrumento de participación política, con él se 
realiza una forma directa de elaborar las decisiones políticas. La representación 
política no excluye, en efecto, que los ciudadanos puedan ser interpelados 
directamente en las decisiones de mayor importancia para la vida social. 

 

e) Información y democracia 

414. La información se encuentra entre los principales instrumentos de 
participación democrática. Es impensable la participación sin el conocimiento 
de los problemas de la comunidad política, de los datos de hecho y de las varias 
propuestas de solución. Es necesario asegurar un pluralismo real en este 
delicado ámbito de la vida social, garantizando una multiplicidad de formas e 
instrumentos en el campo de la información y de la comunicación, y facilitando 
condiciones de igualdad en la posesión y uso de estos instrumentos mediante 
leyes apropiadas. Entre los obstáculos que se interponen a la plena realización 
del derecho a la objetividad en la información,847 merece particular atención el 
fenómeno de las concentraciones editoriales y televisivas, con peligrosos 
efectos sobre todo el sistema democrático cuando a este fenómeno 
corresponden vínculos cada vez más estrechos entre la actividad gubernativa, 
los poderes financieros y la información. 

415. Los medios de comunicación social se deben utilizar para edificar y 
sostener la comunidad humana, en los diversos sectores, económico, político, 
cultural, educativo, religioso: 848 «La información de estos medios es un servicio 
del bien común. La sociedad tiene derecho a una información fundada en la 
verdad, la libertad, la justicia y la solidaridad».849  La cuestión esencial en este 
ámbito es si el actual sistema informativo contribuye a hacer a la persona 
humana realmente mejor, es decir, más madura espiritualmente, más 
consciente de su dignidad humana, más responsable, más abierta a los demás, 
en particular a los más necesitados y a los más débiles. Otro aspecto de gran 
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importancia es la necesidad de que las nuevas tecnologías respeten las 
legítimas diferencias culturales. 

416. En el mundo de los medios de comunicación social las dificultades 
intrínsecas de la comunicación frecuentemente se agigantan a causa de la 
ideología, del deseo de ganancia y de control político, de las rivalidades y 
conflictos entre grupos, y otros males sociales. Los valores y principios morales 
valen también para el sector de las comunicaciones sociales: «La dimensión 
ética no sólo atañe al contenido de la comunicación (el mensaje) y al proceso de 
comunicación (cómo se realiza la comunicación), sino también a cuestiones 
fundamentales, estructurales y sistemáticas, que a menudo incluyen múltiples 
asuntos de política acerca de la distribución de tecnología y productos de alta 
calidad (¿quién será rico y quién pobre en información?)».850 

En estas tres áreas —el mensaje, el proceso, las cuestiones estructurales— se 
debe aplicar un principio moral fundamental: la persona y la comunidad 
humana son el fin y la medida del uso de los medios de comunicación social. Un 
segundo principio es complementario del primero: el bien de las personas no se 
puede realizar independientemente del bien común de las comunidades a las 
que pertenecen.851 Es necesaria una participación en el proceso de la toma de 
decisiones acerca de la política de las comunicaciones. 

Esta participación, de forma pública, debe ser auténticamente representativa y 
no dirigida a favorecer grupos particulares, cuando los medios de comunicación 
social persiguen fines de lucro.852 

 

 

Notas 
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